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LA EVOLUCIÓN DE LOS GRUPOS DE EMPRESAS EN 
EL DERECHO DEL TRABAJO EN CHILE: DESDE SU 
IRRELEVANCIA HASTA LA LEY N° 20.760 DE 2014

EVOLUTION OF COMPANIES GROUP IN THE CHILEAN LABOR LAW: 
FROM ITS IRRELEVANCE TO LAW N° 20.760/2014

Irene Rojas Miño*

RESUMEN: En este artículo se analiza la evolución de la posición jurídica de los grupos de 
empresas ante el Derecho del Trabajo en Chile, identificando al efecto tres etapas respecto 
de las cuales se estudia el respectivo régimen jurídico que se les ha otorgado. En primer lu-
gar, la de la irrelevancia de los grupos de empresas ante el Derecho del Trabajo. En segundo 
término, la de la construcción y aplicación de la doctrina jurisprudencial sobre los grupos 
de empresas, la que se elabora en razón de las respectivas sentencias que fueron dictadas en 
el período correspondiente. En tercer lugar, la del régimen legal de estos grupos, la que se 
establece a través de la Ley N° 20.760, de 2014, para lo cual se da cuenta de su configuración 
y efectos y, además de dos relevantes aspectos incorporados por dicha normativa: el de la ac-
ción judicial y el de la supresión de infracciones laborales. Finalmente, se presentan algunas 
observaciones, particularmente referidas a diversos aspectos que están pendientes del régimen 
jurídico establecido por la Ley N° 20.760.

Palabras clave: Grupos de empresas, Empresa, Derecho del Trabajo.

ABSTRACT: In this work it is analyzed the evolution of the companies group juridical posi-
tion in the Chilean labor law, identifying three stages of study of its legal regulation. Firstly, 
the irrelevance of business group in the chilean labor law. Secondly, the construction and ap-
plication of judicial sentences about companies group, pronounced at the respective period. 
Thirdly, the legal regulation of the groups established through law n° 20.760/2104, giving 
account about its configuration and effects, specially about two important elements incorpo-
rated by that law: judicial action and legal infractions suppression. Finally, some observations 
are presented, particularly referred to several aspects that are still pending in the juridical sys-
tem established through law n° 20.760.

Key words: Companies group, Company, Labor Law.

1. INTRODUCCIÓN

Los grupos de empresas constituyen una realidad en los diversos países, habiéndose 
extendido su presencia desde hace cuarenta años, con ocasión de los procesos de reorgani-
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de Valencia, España. Profesora Asociada de Universidad de Talca, Chile. Dirección postal: 2 Norte N° 685, Tal-
ca Dirección electrónica: irojas@utalca.cl
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zación de las empresas frente a la crisis económica, conocidos como el fenómeno de la des-
centralización productiva1.

En la perspectiva jurídica, los grupos de empresas plantean diversos desafíos, par-
ticularmente en las disciplinas en las que tienen directa incidencia, como son el Derecho 
Comercial, el Tributario y el del Trabajo; desafíos que dicen relación con la configuración 
de tales grupos y los efectos que estos presentan en el ámbito de las relaciones que regulan.

A los efectos de este estudio importan los grupos de empresas en el ámbito del Dere-
cho del Trabajo, los que si bien plantean dificultades de conceptualización a nivel global e, 
inclusive, al interior de un mismo ordenamiento jurídico2, en una perspectiva general po-
dría sostenerse que corresponden a uniones de empresas que, aun siendo formalmente in-
dependientes, actúan bajo una dirección unitaria, lo que les proporciona una cierta unidad 
económica, originando una separación entre la realidad material y las formas jurídicas3. Y el 
problema que presentan los grupos de empresas en el ámbito laboral es que podrían poner 
en riesgo la vigencia de los derechos de los trabajadores vinculados a las empresas del gru-
po, toda vez que, de una parte, se confunde la identidad de una de las partes del contrato 
de trabajo, la del empleador y, de la otra, se confunde el ámbito y dimensión de la empresa 
como entidad en que se ejercen los derechos laborales.

En todo caso son varias las interrogantes que presentan los grupos de empresas, tan-
to respecto de su configuración, referido a cuál es el contenido de esta dirección unitaria4, 
como la de sus efectos. Dadas las múltiples y mutantes posibilidades de configuración de 
los grupos de empresas, los diversos ordenamientos jurídicos laborales no han definido un 
régimen jurídico de carácter legal, salvo excepciones5, sino que los han regulado a través 
de especiales construcciones jurisprudenciales, las que normalmente operan con criterios 
flexibles para definir la configuración de un grupo de empresas. Así, los grupos de empre-
sas que cumplan con las exigencias que se definan –normalmente el de constituir una sola 
unidad económica−, los diversos sistemas jurídicos han procedido a “levantar el velo” de la 
personalidad jurídica para definir como responsables a todas y cada una de las sociedades 
integrantes del grupo, aplicando de esta manera una técnica relativamente novedosa en el 
Derecho nacional y bastante desarrollada en el Derecho comparado6.

1  Blas (2000) p. 20. Aunque otros estudios identifican esta mayor presencia a partir de 1990, en este sentido lo 
sostienen Luca-Tamajo y Perulli (2006) p. 23.
2  También se ha definido como fenómeno multiforme desde un punto de vista estructural o funcional, que  
“…parece ser refractario a cualquier concepción unitaria, asumiendo características diferentes según los países y 
formas diversas dentro de un mismo sistema jurídico” (Luca-Tamajo y Perulli (2006) p. 23). 
3  Sala et al. (2000) p. 241. 
4  Aunque se requiere en todo caso de la concurrencia de un contenido mínimo: las facultades de financiación y, 
en menor medida, respecto a la organización del personal; en este sentido, Embid (2003) p. 262 y Blas (2000) 
pp. 374-375.
5  Como son el caso de Francia y Argentina, y ahora Chile, desde la entrada en vigencia de la Ley 20.760 de 
2014. En esta materia, véase, Luca-Tamajo y Perulli (2006) p. 23, y Sala et al. (2011) p. 10.
6  Como se ha señalado “La doctrina del levantamiento del velo es una técnica judicial, en virtud de la cual es 
lícito a los tribunales, en ciertas ocasiones, ignorar o prescindir de la forma externa de la personalidad jurídica, 
para con posterioridad, penetrar en su interior a fin de ‘develar’ los intereses subyacentes que se esconden tras 
ella y alcanzar a las personas y bienes que se amparan bajo el velo de la personalidad, con el objeto de poner 
fin a fraudes y abusos, mediante la aplicación directa de las normas jurídicas a los individuos que pretendían 
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En el caso chileno, existen empresas relacionadas desde varias décadas atrás, ya sea 
porque así se autodefinen algunas uniones de empresas, porque así se las considera en la 
perspectiva económica y, además, porque esas relaciones son confirmadas desde la pers-
pectiva jurídica, ajustándose a los supuestos definidos por la ley en materia comercial o 
tributaria7 o conociendo los tribunales de específicas controversias jurídicas, como sucede 
en materia laboral.

En el ámbito de las relaciones laborales la presencia de los grupos de empresas se ve-
rifica por controversias que conocen los tribunales de justicia –en los que precisamente se 
discute la existencia de un grupo de empresas− por resoluciones de la Dirección del Traba-
jo −que se presentan a propósito de fiscalizaciones– o por estudio de casos concretos8. Sin 
embargo, los grupos de empresas se visibilizan como fenómeno de descentralización pro-
ductiva a partir de la década de los noventa del pasado siglo veinte, y ello particularmente a 
través de dos manifestaciones.

En primer lugar, por la masificación de una manifestación patológica de descen-
tralización productiva9 que se relaciona estrechamente con los grupos de empresas, y este 
es el Multirut. Esta expresión plantea la existencia de una sola empresa que se presenta 
para todos o algunos efectos, entre ellos los laborales, como una multiplicidad de personas 
jurídicas –de ahí la referencia al RUT10− generando la apariencia de que cada persona jurí-
dica corresponde a una empresa. En la perspectiva laboral, este fenómeno también ha sido 
denominado como el del empleador aparente, “entendido como uso de pluralidad jurídica 
(multiplicidad de razones sociales) y que corresponde a un solo empleador…”11. En mi 
opinión, esta manifestación del Multirut o del empleador aparente es diversa a la que se 
analiza, en cuanto el grupo de empresas está constituido por diversas empresas, y la parti-
cularidad es que ellas están estrechamente vinculadas y responden a una sola dirección, por 
lo que presentan una fisonomía de una sola empresa.

En segundo lugar, por la restricción del ámbito de ejercicio de los derechos colecti-
vos a un nivel incluso menor del definido legalmente, que es el de la empresa. En efecto, 
dado que el modelo normativo chileno limita el ejercicio de los derechos de sindicación y 
de negociación colectiva al ámbito de la empresa –y al margen de la discusión sobre la con-
figuración de una vulneración al principio de libertad sindical y a los derechos que integran 

eludirlas y la declaración de inoponibilidad de la persona jurídica respecto de los terceros que resulten perjudi-
cados”. (López (2003) p. 509).
7  Como sucede con las normas legales del Derecho Comercial –Ley N° 18.045 y Ley N° 18.046– y del Dere-
cho Tributario. 
8  Rojas y Aylwin (2005) pp. 113-114.
9  Con independencia de la valoración que se efectúe de la descentralización productiva, esta se puede calificar 
como “patológica” o “fisiológica”. La primera pretende la especialización de la producción o responde a reque-
rimientos de oportunidad económica, mientras que la segunda plantea fines de elusión del marco normativo 
vigente, que en el ámbito laboral plantea específicos objetivos de disminuir costos del trabajo y reducir el poder 
sindical. Cabe indicar que sin pretender dar cuenta de la “paternidad” de dichas expresiones, estas categorías 
son identificadas por y Blas (2000) p. 19 y Nores (2003) p. 20. 
10  Como es sabido, el RUT es una sigla que aluda al Rol Único Tributario, instrumento de identificación de las 
personas naturales y jurídicas en Chile a efectos tributarios.
11  Ugarte (2013) p. 194
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este12− el problema que plantean los grupos de empresas en Chile es que desconocen el 
ejercicio de tales derechos a un nivel inferior al de la empresa e, incluso, el establecimiento 
de dicho ámbito podría quedar sujeto al interés particular de la dirección del grupo.

Sin embargo, el ordenamiento laboral chileno tardó en reconocer efectos jurídicos 
a los grupos de empresas; en circunstancias de que desde décadas atrás sí lo hicieron otras 
disciplinas jurídicas, como son el Derecho Comercial y el Derecho Tributario, ya sea a tra-
vés de la ley13, ya sea por medio de la doctrina jurisprudencial. Si bien el reconocimiento 
expreso en la ley laboral solo se alcanza en el año 2014 –con la Ley N° 20.760−, ya a ini-
cios del año 2000 la jurisprudencia plantea su reconocimiento a través de una construcción 
doctrinal, la que en un comienzo solo alcanza el orden individual de las relaciones laborales 
y posteriormente, hacia el año 2012, se comienza a extender al ámbito de las relaciones co-
lectivas de trabajo.

Por consiguiente, se presentan tres etapas en la evolución del sistema jurídico laboral 
frente a los grupos de empresas. La primera es la de la irrelevancia de estos grupos ante el 
sistema jurídico, etapa que se extiende hasta fines de la década del noventa del siglo veinte, 
en la que, si bien se constata la existencia de empresas relacionadas, no se reconocen efectos 
laborales a las mismas. En la segunda etapa, que se inicia desde los primeros años de este 
siglo, el sistema jurídico laboral reconoce al grupo de empresas a través de una doctrina ju-
risprudencial y, marginalmente, a través de la ley que sanciona una específica infracción la 
del grupo de empresas ilícito. La tercera etapa se inicia a partir del año 2014, con ocasión 
de la entrada en vigencia de la Ley N° 20.760, que “establece supuesto de multiplicidad de 
razones sociales consideradas un solo empleador, y sus efectos”. Pues bien, a través de esta 
nueva normativa, es la ley la que expresamente reconoce y establece los efectos de los gru-
pos de empresas en las relaciones de trabajo.

En este estudio se analiza la evolución de los grupos de empresas ante el ordena-
miento jurídico laboral, a partir del régimen jurídico que se establece en cada una de las 
etapas de dicha evolución –la de su irrelevancia jurídica, la de la construcción jurispruden-
cial y la legal–. Para ello se analizan las diversas fuentes jurídicas que concurren en cada eta-
pa, siendo especialmente importante, además de la ley, la de la jurisprudencia, en cuanto la 
segunda etapa se construye precisamente en base a la doctrina que emana de las sentencias 
dictadas por los tribunales de justicia, particularmente, por la Corte Suprema.

12  Tal como ha sostenido la doctrina de la Organización del Trabajo, OIT. Así ha planteado que “...la determi-
nación del nivel de negociación colectiva debería depender esencialmente de la voluntad de las partes...” y “...la 
legislación no deberá obstaculizar la negociación colectiva a nivel de industria...” (OIT. Oficina Internacional 
del Trabajo, 1996, 184). 
13  Como son la Ley N° 18.045 de 1981, Ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, de 1981, y el D.L. 824, 
de 1974. 



 141 
Revista Chilena de Derecho, vol. 43 Nº 1, pp. 137 - 164 [2016]

Rojas Miño, Irene  “La evolución de los grupos de empresas en el derecho del trabajo en Chile”

2. PRIMERA ETAPA: LA IRRELEVANCIA JURÍDICA DE LOS GRUPOS DE 
EMPRESAS

2.1.	 Las posiciones iniciales frente a los grupos de empresa

Hasta fines del siglo veinte, el ordenamiento jurídico laboral no reconoce a los gru-
pos de empresas. Si bien el fenómeno era de reciente data, diversos antecedentes hacen 
concluir que hubo un rechazo a su reconocimiento jurídico basado en una interpretación 
restrictiva del concepto legal de empresa. En efecto, el legislador laboral a través del artícu-
lo 3 del Código del Trabajo (en adelante CT) había establecido un concepto que identifica-
ba a la empresa con la entidad que la dirigía, y que impedía levantar el velo de la personali-
dad jurídica de las diversas entidades que integraban el grupo para concluir en la existencia 
de una sola empresa14.

Así, en la década del noventa, la mayoría de los casos se plantearon en vía admi-
nistrativa ante la Dirección del Trabajo, la que debía pronunciarse sobre el concepto de 
empresa a fin de definir el ámbito de la negociación colectiva y el de constitución del sin-
dicato de empresa15. Al efecto, dicha entidad sostuvo que la ‘identidad legal de la empresa’ 
corresponde a la identidad legal de la dirección de la misma, por lo que en el caso referido 
y a pesar de todos los indicios de configuración de un grupo se concluye que se trata de 
empresas distintas16.

Los tribunales de justicia, por su parte, también identificaron a la empresa con el 
titular de la misma, aunque no necesariamente exigieron que se tratara de sujetos con perso-
nalidad jurídica, ya que “…basta que tenga una individualidad legal determinada, concepto 

14  Al efecto, el Artículo 3, inciso tercero, del CT establecía que “Para efectos de la legislación laboral y de 
seguridad social, se entiende por empresa toda organización de medios personales, materiales e inmateriales, 
ordenados bajo una dirección, para el logro de fines económicos, sociales culturales o benéficos, dotada de una 
individualidad legal determinada”. Sin embargo, en los años anteriores se había dado otro concepto legal de 
empresa y que solo planteaba la exigencia de la organización pero sin incorporar el elemento de la identidad 
legal. En efecto, el D.L. 1006 de 1975, sobre el Estatuto Social de la Empresa, la definió en su art. 7 como “la 
entidad destinada a la producción, comercio o distribución de bienes o a la prestación de servicios que, bajo 
una dirección unitaria, persigue una finalidad económica y social y se encuentra organizada con el concurso de 
trabajadores e inversionistas”. Sin embargo este concepto jurídico laboral de empresa no tuvo vigencia, pues el 
citado D.L. 1006 nunca entró en vigencia. 
15  Sobre esta doctrina administrativa del concepto de empresa en la década de los años noventa, véase, Rojas 
(2001) pp. 412-417. 
16  Así, y por todos el Dictamen de la Dirección del Trabajo, 1484/078 (1994) que se pronuncia sobre el ámbi-
to de negociación colectiva plantea que “…a la luz de los antecedentes acompañados consistentes básicamente 
en copias de escrituras públicas de constitución de sociedades y sus modificaciones y respectivas inscripciones, 
(…), es posible apreciar que las empresas Sociedades de Transportes … y Servicios Mecánicos … tienen cada 
una de ellas una individualidad legal determinada, configurada en las correspondientes escrituras de consti-
tución…”. Así, y dado algunos otros elementos, como son el distinto giro de cada una de estas sociedades, 
aunque indudablemente relacionado, que identifican a las sociedades en el cumplimiento de los requisitos 
tributarios, este dictamen finalmente plantea que “todo lleva a concluir que se trata de empresas distintas”. Sin 
embargo, existen claros indicios de constituir una sola empresa, como son los siguientes: Primero, que una per-
sona natural sea uno de los inversionistas en ambas sociedades (no se entregan antecedentes del porcentaje de la 
participación) y, a la vez el representante legal de una de ellas y el gerente general de la otra. Segundo, que am-
bas sociedades funcionan administrativamente en el mismo domicilio, tal como informa el D.D.T 5.421/254, 
13.05.94. que “Complementa Ord. D.D.T. 1484/078, 11.03.94”.
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también amplio que admite manifestaciones diversas: asociaciones, comunidades de hecho, 
corporaciones, etc.”17. Sin embargo, en ocasiones han restringido aún más el concepto de 
empresa, agregando, al efecto, un nuevo elemento: la capacidad para ser transferida18.

De otro lado, en una postura bastante más realista, una sentencia del año 1991 plan-
teó que “el concepto de empresa en materia de legislación laboral es más amplio que el de 
sociedad…”19, concluyendo precisamente que en qué caso que se trata “ambas sociedades 
constituyen una sola empresa”20. Ciertamente que esta sentencia constituye un primer pro-
nunciamiento sobre el reconocimiento del grupo de empresas, el que una década después 
será refrendado con la doctrina de la unidad económica. Sin embargo, esta sentencia es ais-
lada, en cuanto no hay otros pronunciamientos judiciales similares y, por lo demás, en los 
demás ámbitos de la interpretación jurídica laboral prevaleció la tesis señalada de la identi-
dad legal de la empresa.

2.2.	 El particular concepto de empresa

En base a la norma legal –el citado artículo, 3 del CT− predominó la señalada inter-
pretación del concepto de empresa, que la identificó con la forma jurídica en que se pre-
senta organizado el titular de la misma, normalmente una sociedad. El fundamento de esta 
tesis es que la empresa goza de una individualidad legal y ella es la que tiene quien dirige 
tal organización.

Sin embargo dicha tesis ha sido cuestionada. Es cierto que la empresa plantea una 
dirección y que corresponde a la persona natural o jurídica que es su titular, quien sí tiene 
una identidad jurídica, pero esta individualidad legal no corresponde a la de la empresa. 
Así, desde el Derecho Comercial se ha señalado que “desde la perspectiva del derecho, 
quien es titular de derechos y obligaciones no es la empresa como tal, sino que el empresa-
rio, ya sea individual o colectivo, en este último caso la sociedad. Es el titular de la empresa 
quien goza de personalidad jurídica, no la empresa propiamente tal”21. Por su parte, en el 
Derecho del Trabajo la dirección de la empresa corresponde al empleador como “único 
sujeto sobre el cual el Derecho del Trabajo hace recaer las obligaciones y responsabilidades 
derivadas de las relaciones de trabajo”, es decir, es la “persona natural o jurídica que utiliza 

17  Martínez con Torrealba (1989).
18  Paradigmático resulta en tal sentido el pronunciamiento judicial relativo al ejercicio por parte de los traba-
jadores del derecho de sindicación y de negociación colectiva en el Conservador de Bienes Raíces que, como es 
sabido, en Chile es una entidad auxiliar a la Administración de Justicia, cuyo objetivo principal es el registro 
oficial de los bienes inmuebles. El problema planteado es si esta entidad constituye empresa a fin de que los tra-
bajadores de la misma puedan constituir un sindicato de empresa y los trabajadores puedan ejercer el derecho a 
la negociación colectiva. 
19  Morales con Brinks (1991). 
20  Así concluye que “constituyen una sola empresa dos sociedades que, con medios que ambas proporcionan, 
ordenadas bajo una misma gerencia, concurrentes al logro de un fin económico común, se dedican, la una, al 
transporte de valores y la otra al conteo y envase de monedas y a la liquidación y pago de remuneraciones, ya 
que no es posible concebir el transporte de valores, sin que previamente las monedas hayan sido contadas y 
envasadas ni es tampoco posible suministrar el servicio de pagadores sin que el dinero para efectuar el pago sea 
transportado al lugar en que este se efectúa”. 
21  Arteaga (2002) p. 605.
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los servicios intelectuales o materiales de una o más personas en virtud de un contrato de 
trabajo…”22.

Por consiguiente, una interpretación lógica del requerimiento de identidad legal de la 
empresa a que se refiere el precepto legal es el de la identidad de la dirección de la empresa, 
que también corresponde a la persona del empleador. Por lo demás, esta identidad legal de la 
dirección de la empresa es la de un sujeto de derecho, es decir a una persona natural o jurídica.

2.3.	 Una infracción laboral especial

En los últimos años del siglo veinte el ordenamiento jurídico estableció especiales in-
fracciones laborales respecto de las manifestaciones ilícitas de descentralización productiva, en-
tre ellas la cesión ilegal de trabajadores, definida como la “contratación de trabajadores a través 
de terceros”, y el subterfugio laboral23. Precisamente esta última infracción laboral comprende 
el ilícito del Multirut, en cuanto se sanciona al que “…utilice cualquier subterfugio para ocul-
tar, disfrazar o alterar su individualización o patrimonio, con el objeto de eludir el cumpli-
miento de las obligaciones laborales y previsionales que establece la ley o la convención…”24.

Por consiguiente, en esta primera etapa el ordenamiento jurídico desconoce los efec-
tos jurídicos laborales del grupo de empresa, pero sí sanciona como infracción laboral un 
determinado ilícito que se relaciona con el Multirut.

3. SEGUNDA ETAPA: EL RECONOCIMIENTO A TRAVÉS DE LA DOCTRINA 
JURISPRUDENCIAL

3.1.	 Antecedentes

A partir del año 2000 se manifiesta una doctrina jurisprudencial que reconoce al 
grupo de empresas en el ámbito de las relaciones laborales, la que se consolida en los años 
siguientes. Así, en una de las primeras sentencias que acoge esta nueva doctrina, la Corte 
Suprema reconoce que “…las demandadas configuran una unidad económica y sobre esa 
base fueron condenadas indistintamente a pagar las prestaciones respectivas”25, efectuando 
además una declaración que reconoce el derecho de organización empresarial y que este ha 
evolucionado en diversos modelos como son los holding o empresas relacionadas, respecto 
de los cuales ha de hacerse primar el principio de la realidad, “esto es, la verdad o auten-
ticidad en las relaciones laborales, aquello que son y no lo que las partes han querido que 
sean”26. Esta doctrina se reitera en las sentencias siguientes, manteniendo la tesis de la uni-

22  Ugarte (2001) p. 64. 
23  Ley N° 19.250 de 1993. 
24  Art. 3 N°. 27, de Ley N° 19.250 de 1993, que modifica el artículo 451 del Código del Trabajo.
25  Bordegaray con Mutuos Hipotecarios Sta. Fe (2001).
26  Específicamente, el Considerando Séptimo establece: “Que, a mayor abundamiento, esta Corte considera 
útil establecer que constituye un derecho del hombre organizarse para producir y que tal derecho emana de su 
naturaleza. La ley tiene que reconocerle ese derecho. No se lo otorga, sino que solo puede estar en condiciones 
de reglamentarlo y ampararlo. Tal facultad del ser humano ha ido variando, en cuanto a su forma de ejercicio, 
con el transcurso del tiempo y ha ido adoptando evolucionados y diferentes modelos. Uno de ellos es el deno-
minado ‘holding’ o conjunto de empresas relacionadas, las que, en general, presentan un patrimonio en común 
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dad económica27; consiguientemente, es superada la posición tradicional basada en el con-
cepto legal de empresa, en cuanto ahora define la empresa como una entidad separada de 
su titular y, por ende, no identificable con la personalidad jurídica que tiene dicho titular.

Paralelamente, el legislador mantiene la infracción del grupo de empresas ilícito, co-
nocido como subterfugio, pero lo modifica a través del establecimiento de un régimen ju-
rídico más estricto28. De una parte, define lo que debe entenderse por subterfugio29 y, de la 
otra, establece un plazo de prescripción de la infracción bastante superior, en cuanto es de 
cinco años. La doctrina jurisprudencial asume este ilícito laboral, aunque también plantea 
supuestos de subterfugios no referidos a los grupos de empresas30.

Bajo la vigencia de esta doctrina jurisprudencial, que adoptó la denominación de 
“unidad económica”31, el grueso de los conflictos jurídicos laborales está referido al cum-
plimiento de obligaciones por derechos individuales una vez que ha terminado el contrato 
de trabajo32. El problema que subyace es la falta de acciones judiciales estando vigente la 
relación individual de trabajo –lo que podría explicar la falta de pronunciamientos judicia-
les sobre derechos individuales dependientes de la dimensión de la empresa−. Además, se 
presenta un bajo número de acciones judiciales por el ejercicio de los derechos colectivos, 
aunque en los últimos años de vigencia de esta doctrina aumentaron las presentaciones y 
respectivos pronunciamientos judiciales sobres esta materia.

Respecto de la tesis de la unidad económica son tres los elementos a analizar. Primero, 
cuál es el alcance jurídico de la unidad económica. Segundo, cuáles son las exigencias para 
constituir la unidad económica. Y tercero, cuáles son los efectos jurídicos laborales de la uni-
dad económica, tanto en el ámbito de las relaciones individuales como en el de las colectivas.

3.2.	 La tesis de la unidad económica y la configuración de una sola empresa

Esta nueva doctrina jurisprudencial se define en razón de la configuración del grupo 
de empresas en una unidad económica, en cuanto se constituye con empresas relacionadas 

o parte de este es compartido. Atento a tales cambios, en la especie, ha de hacerse primar el principio de la 
realidad, esto es, la verdad o autenticidad en las relaciones laborales, aquello que son y no lo que las partes han 
querido que sean”. 
27  Adrian con Comditex (2003). Así resuelve que “… se evidencia que en el caso de autos se está en presencia 
de un ‘holding’. En efecto, ya está dicho que las empresas individualizadas, aparte de tener la calidad de rela-
cionadas, se ordenan bajo una misma dirección, lo que las hace actuar ante los trabajadores y terceros como 
unidad económica”.
28  A través de la Ley N° 19.759 de 2001. 
29  Así, Ley 19.759, que modifica el Artículo 478 del CT, en cuanto establece: “Quedan comprendidos dentro 
del concepto de subterfugio, a que se refiere el inciso anterior, cualquier alteración realizada a través del esta-
blecimiento de razones sociales distintas, la creación de identidades legales, la división de la empresa, u otras 
que signifiquen para los trabajadores disminución o pérdida de derechos laborales individuales o colectivos, en 
especial entre los primeros las gratificaciones o las indemnizaciones por años de servicios y entre los segundos el 
derecho a sindicalización o a negociar colectivamente”. 
30  Así, Fernández y Pérez con Sociedad Educacional Dalcahue y otros (2013), en cuanto dicha sentencia 
plantea diversas posibilidades de ocultamiento del patrimonio, como es en el caso que se trata de contratación 
de familiares del empleador sin que haya prestación de servicios. 
31  Varela (2010) pp. 183-199. 
32  Tapia (2001) pp. 17 y ss.
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que se organizan de tal manera que las hace actuar ante los trabajadores y terceros como 
una sola empresa, y ello tanto en el plano de los recursos humanos como en la perspectiva 
administrativa financiera33.

Precisamente, la unidad económica corresponde a la empresa, en cuanto esta doctri-
na afirma que “…sí es posible que un grupo de sociedades sean estimadas para efectos la-
borales, como una sola empresa, y esa es la doctrina uniforme de nuestra Corte Suprema”34. 
Efectivamente, en base al artículo 3, inciso 3 del CT, la Corte Suprema ha sostenido que la 
empresa es “…la coordinación de ciertos elementos orientada a la obtención de finalidades 
de variada índole y que posee una personalidad propia, caracterizándose fundamentalmente 
por la independencia e iniciativa para la consecución de los fines productivos o de servicio 
que le son propios”35. Además, “…esta Corte ha calificado como un único empleador a em-
presas cuya existencia legal, giros comerciales y vínculos dan cuenta de la concurrencia de 
los dos presupuestos considerados por el legislador en el concepto amplio de empresa que 
establece, a saber, la coordinación hacia la consecución de ciertos objetivos comunes y la 
concurrencia de una individualidad legal”36.

Así, el grueso de la doctrina jurisprudencial ha denominado como “unidad económica” 
al grupo de empresas que cumpliendo las exigencias legales tiene efectos jurídicos laborales37, 
sin perjuicio de que aisladamente también se lo ha definido como “único empleador”38 o 
como “coempleador”39, pero siempre dichas entidades corresponden a una sola empresa40.

3.3.	 Las exigencias para constituir la unidad económica

En la doctrina jurisprudencial se han manifestado dos posiciones respecto de los re-
quisitos que debe cumplir el grupo de empresas para constituir una sola empresa, se trate 
de una unidad económica, de un empleador o de un “coempleador”.

De una parte, se exige la concurrencia de los cuatro elementos que plantea el con-
cepto legal de empresa: “Una organización de personas y de elementos materiales e inma-
teriales; Una dirección bajo la cual se ordenan estas personas o elementos; La prosecución 
de una finalidad que puede ser de orden económico, social, cultural o benéfico; Que esta 
organización esté dotada de una individualidad legal determinada”41. Y de otra parte, se 

33  Así emana de las diversas sentencias analizadas. Por todas, Adrian con Comditex (2003), se sostiene que las 
sociedades ‘X, Y y Z’ “…tienen una gestión común, los trabajadores son traspasados de una empresa a otra, y 
los activos son los mismos”. 
34  Rodríguez y otros con Errázuriz y otros (2012). 
35  Valdivieso con Inversiones Errázuriz Limitada y otros (2008). 
36  Valdivieso con Inversiones Errázuriz Limitada y otros (2008).
37  Escobar con Automotora Servisuizas (2014), Dollenz con Elecmor (2013) y González con Comercial e 
Industrial Vivaldi (2010). 
38  Valdivieso con Inversiones Errázuriz Limitada y otros (2008). 
39  Correa con Administradora Agrícola Central (2012).
40  Así se plantea que el tema de fondo es “…si las empresas susceptibles de ser declaradas co empleadoras y que 
en conjunto conforman una única empresa para todo efecto laboral en los términos del artículo 3° del Código 
del Trabajo”. Correa con Administradora Agrícola Central (2012), Considerando Undécimo.
41  Quilamán con Fábrica de Muebles (2010). 
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plantean dos elementos: “La coordinación hacia la consecución de ciertos objetivos comu-
nes y la concurrencia de una individualidad legal”42.

No obstante ambas doctrinas coinciden, constituyendo solo perspectivas distintas de 
un mismo objeto. En efecto, ambas tesis plantean dos categorías de requisitos: la primera se 
refiere a la organización de diversos elementos que sujeta a una dirección persigue objetivos 
comunes, mientras que la segunda categoría atiende a la exigencia de la identidad legal.

Para la verificación de la primera categoría de requisitos se exige la presencia de 
diversas manifestaciones que, en su conjunto y coherentemente, acreditan una dirección 
común de elementos tras objetivos iguales o complementarios. Así, y a vía de ejemplo, en 
un caso43, y de acuerdo con los antecedentes44, se resuelve que “En este proceso ha quedado 
establecido que las empresas demandadas están en los hechos, bajo una dirección común, 
comparten un giro complementario, al igual que el proceso productivo, utilizan los mismos 
recursos naturales, si es necesario…”45. En otro caso, y de acuerdo con los datos, “…se ha 
acreditado de un modo suficiente la alegación de la actora en cuanto a la existencia de una 
unidad económica entre las partes demandadas, desde el momento que de todo los hechos 
arriba anotados y probados se puede colegir que solo existe una división formal y societaria 
entre ambas personas jurídicas, y que conforme al principio de realidad ambas correspon-
den a una misma organización de medios materiales e inmateriales que persiguen ideal-
mente un mismo fin productivo, esto es, la producción de envases plásticos”46.

En todos los casos analizados, la concurrencia de tales requisitos se acredita judicial-
mente a través de un juicio crítico construido en base a las diversas manifestaciones que se 
presentan47. Solo aisladamente se ha requerido una suma de manifestaciones, en cuanto la 
falta de alguno de los elementos plantearía la inexistencia de la unidad económica48.

42  Por todas, Valdivieso con Inversiones Errázuriz Limitada y otros (2008). En el mismo sentido, Quilamán 
con Fábrica de Muebles (2010). 
43  González con Comercial e Industrial Vivaldi (2010).
44  En el que de acuerdo a los antecedentes, “…Existía una administración general y común a todas las empre-
sas; que ellos recibían instrucciones y prestaban servicios indistintamente para cualquiera de las demandadas; 
que tenían a su cargo trabajadores tanto de Vivaldi como de las demás demandadas, sin que se hiciera diferencia 
a cuanto a si los trabajadores se encontraban contratados por una u otra empresa; que se establecían planes y 
proyectos de carácter general, aplicándose a todas la demandadas como si fueran una sola; que existía una ofi-
cina central de las empresas, ubicada inicialmente en calle San Pablo y posteriormente en calle Teniente Bissot 
y que en dicha oficina central se encontraban los sistemas contables, de ventas, comerciales y de inventarios de 
todas las empresas; que existía una unidad financiera en cuanto pagos hechos a una empresa podían destinarse 
a otras, dependiendo de las necesidades específicas de cada una en un momento determinado; que las empresas 
tienen un fin común y este es la venta de sus productos y servicios”.
45  González con Comercial e Industrial Vivaldi (2010), Considerando Octavo.
46  Vásquez con Matricerías Mátricas (2013), Considerando Octavo.
47  En un caso, sin embargo, se acredita la unidad económica por la suma de algunas manifestaciones Así, Escobar 
con Automotora Servisuizas (2014), Considerando Décimo, y de acuerdo a los antecedentes del proceso, “…es po-
sible concluir que sí nos encontramos en presencia de una unidad económica ya que a lo menos se han logrado pro-
bar los siguientes elementos por la demandante: 1. Que existe confusión de patrimonios al ser el principal socio don 
“xx” en ambas sociedades, 2. Registran un domicilio común cual es, la casa matriz, ubicada en “yy”, 3. Mantienen el 
ejercicio de giros complementarios siendo una de ellas la automotora y la otra la que presta el servicio técnico de la 
misma marca en cambas y 4. Los demandantes prestaron servicios para ambas en forma indistinta”.
48  Así, Dollenz con Elecmor (2013). Considerando Vigésimo tercero, señala que “…para que se configure la 
unidad económica desde el punto de vista laboral, requiere que se den en la especie los siguientes elementos 
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Respecto de la segunda categoría de exigencias (la identidad legal), la jurisprudencia 
entiende que la individualidad legal no es la personalidad jurídica de las respectivas socie-
dades, sino que “la unidad jurídico laboral, que se genera como consecuencia de la unidad 
comercial, patrimonial y empresarial de las actividades de que se trate, más allá de la división 
formal, que el empresario acuerde”49. Y como ha señalado la Corte Suprema “De esta forma, 
el principio inmerso en la norma de que se trata, no puede ser soslayado con la sola división 
de una empresa en tantas partes como etapas tenga el proceso productivo, que desarrolla o el 
servicio que ofrece…”50. Además, en varios casos ha fundamentado esta exclusión de la per-
sonalidad en base del principio de la supremacía de la realidad51: “En la especie, conforme a 
los hechos asentados en la causa, ha de hacerse primar no solo el espíritu de la ley, sino tam-
bién el principio de la realidad, esto es, la verdad o autenticidad en las relaciones laborales, 
para reconocer aquello que son y no lo que las partes han querido que sean”52.

En definitiva, respecto de la exigencia de la identidad legal de la empresa, esta doctri-
na jurisprudencial plantea la aplicación del principio de la supremacía de la realidad, a fin 
de definir la entidad que existe más allá de las formas. Por consiguiente, tiene como resulta-
do el empleo de la técnica judicial del ‘levantamiento del velo’53 y ello independientemente 
de la licitud o ilicitud del grupo de empresas.

3.4.	 Los grupos de empresas en las relaciones individuales de trabajo

En el ámbito de las relaciones individuales, la doctrina jurisprudencial de los grupos de 
empresas se ha aplicado mayoritariamente a los casos que han estado referidos a responsabili-
dades de carácter patrimonial al término del contrato de trabajo. Respecto de esta materia se 
ha resuelto la responsabilidad de las personas que dirigen las empresas que integran el grupo, 
las que normalmente constituyen sociedades comerciales. Sin embargo desde los inicios de 
esta construcción jurisprudencial, los tribunales difieren según cuál sea este tipo de responsa-
bilidad54, si es una responsabilidad conjunta, solidaria o responden indistintamente.

De acuerdo con el Derecho Civil chileno55, las categorías generales de la responsa-
bilidad en las obligaciones con pluralidad de sujetos son dos: simplemente conjunta −el 

comunes respecto a las empresas que se requiere se declaren como unidad, estos son: 1. Confusión, identidad o 
relación de patrimonios entre sociedades del grupo, 2. empresas comparten representantes, o directores, o eje-
cutivos, 3. domicilio común, funcionamiento en el mismo inmueble, 4. apariencia externa de unidad empresa-
rial, 5. gestión común, dirección o administración de alguna o algunas de las sociedades por otra, 6. prestación 
de servicios simultánea o sucesiva en las empresas del grupo (personal indiferenciado) y 7. ejercicio del mismo 
rubro o giros complementarios”. En este caso, no hay pronunciamiento de nulidad, toda vez que fue rechazado 
el respectivo recurso por extemporáneo.
49  Rodríguez y otros con Errázuriz y otros (2012). 
50  Valdivieso con Inversiones Errázuriz Limitada y otros (2008). 
51  Córdova con Ingienería y Construcción Cosapi (2005). 
52  Córdova con Ingeniería y Construcción Cosapi (2005). Considerando Segundo de Sentencia de Reemplazo.
53  Véase, López (2003). 
54  Así, en Bordegaray con Mutuos Hipotecarios Sta. Fe (2001), la Corte Suprema declara: “En efecto, se asen-
tó que las demandadas configuran una unidad económica y sobre esa base fueron condenadas indistintamente a 
pagar las prestaciones respectivas”.
55  Artículos 1511 y 1526 de Código Civil.
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acreedor solo puede exigir de cada deudor la cuota o parte de la deuda; el deudor por su 
parte, solo está obligado a dicha parte o cuota− o solidaria –se puede exigir a cada deudor 
la totalidad de la deuda−. Sin embargo, la ley exige que la responsabilidad solidaria esté 
especialmente declarada, ya sea por la convención, el testamento o por la misma ley. Dada 
la inexistencia de declaración legal que existía en esta materia de responsabilidad de los gru-
pos de empresas, muchos tribunales resolvieron adjudicar una responsabilidad simplemente 
conjunta de las empresas que integran el grupo56.

De otra parte, también se planteó que “las empresas del grupo responden indistinta-
mente”, como categoría de responsabilidad independiente de la conjunta y la solidaria. Así 
lo resolvió la Corte Suprema años atrás: “Que establecido que las demandadas son una sola 
empresa, las tres sociedades deben responder indistintamente de las obligaciones a que han 
sido condenadas”57; planteando que las demandadas constituyen un solo sujeto de Derecho 
del Trabajo, responsable ante el trabajador58. Sin embargo, esta responsabilidad “indistinta” 
correspondería a la solidaria, tal como ha señalado la doctrina laboralista59, y la elaboración 
jurisprudencial, plantearía un supuesto de un sujeto integrado por varias personas jurídicas 
o, como señala, la sentencia antes citada, “…para estos efectos, el empleador y, por ende, 
el obligado al pago es una sola empresa, sea que use tal denominación o la de holding o de 
empresas relacionadas”60.

Paralelamente con la responsabilidad indistinta, se aplica la responsabilidad solidaria, 
doctrina que en los últimos años tuvo una mayor aceptación. En efecto, en base al mismo 
fundamente de la responsabilidad indistinta se aplica la de carácter solidaria, distinguiendo 
al sujeto obligado y a las sociedades demandadas61, con lo que se sostiene que, tal caso, hay 
un solo sujeto obligado por lo que las demandadas responden solidariamente62.

3.5.	 Los grupos de empresas en el ámbito de las relaciones colectivas

Solo en los últimos años la jurisprudencia judicial ha efectuado un expreso recono-
cimiento de los grupos de empresas en el ámbito de las relaciones colectivas del trabajo, y 
ello a través de haber acogido la demanda de certeza jurídica de existencia de una unidad 
económica. No obstante, ello no significa que en el pasado haya negado dicho reconoci-

56  Por todas, Quilamán con Fábrica de Muebles (2010). Asimismo, Plaza de los Reyes con Operadora de 
Restaurantes (2011).
57  Córdova con Ingeniería y Construcción Cosapi (2005), Considerando Tercero. 
58  Córdova con Ingeniería y Construcción Cosapi (2005), Considerando Sexto.
59  Como se ha sostenido “…entendemos que la expresión indistintamente implica que una u otra empresa 
queda obligada, es decir tendría el mismo efecto práctico de la solidaridad…” Mena (2012) p. 22.
60  Córdova con Ingeniería y Construcción Cosapi (2005), Considerando Sexto.
61  Claverie con Martel y Cordova (2013).
62  Al respecto, Claverie con Martel y Cordova (2013), la respectiva sentencia de reemplazo plantea: “Que el 
juez de grado, al concluir en el fundamento octavo de su sentencia que ambas demandadas (…) constituían una 
unidad económica, (…), no pudo condenarlas al pago de la obligación de manera simplemente conjunta de 
conformidad a lo dispuesto en el artículo 1511 del Código Civil, puesto que no son muchos los obligados, sino 
uno solo” (Considerando Primero). Más adelante, se indica que “…se declara que las demandadas (…) quedan 
ambas condenadas al pago de lo adeudado a los actores, montos que se determinarán en las etapa procesal perti-
nente, en forma solidaria” (Considerando Segundo).
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miento, sino que los pronunciamientos de los tribunales de justicia sobre estas materias se 
limitaron a resolver cuestiones de forma sin pronunciarse sobre el fondo de la controversia. 
Estos casos estaban referidos al reconocimiento del grupo de empresas a efectos de ejercer 
el derecho de negociación colectiva63, con ocasión de las controversias planteadas por las 
competencias del Inspector del Trabajo en estas materias64.

Es cierto que es reciente la doctrina que admitió la declaración de unidad económica 
a efectos de ejercicio de los derechos colectivos y, además, han sido escasos los pronuncia-
mientos sobre la materia; sin embargo es relevante que los pronunciamientos judiciales 
resuelvan que, una vez verificada la configuración de una unidad económica, esta constitu-
ye una empresa para los efectos del ejercicio de los derechos colectivos, particularmente la 
sindicación y la negociación colectiva.

En este ámbito, al igual que en el de los derechos individuales, se requirió el reco-
nocimiento de una unidad económica, la que constituye −como ha señalado la Corte de 
Apelaciones de Santiago65– un “concepto doctrinal y jurisprudencial arraigado en el Derecho 
Laboral chileno, conforme al desarrollo mercantil referido”. Sin embargo, en un caso la juris-
prudencia ha exigido especiales requisitos para la configuración de una unidad económica 

63  Por todas, Servicios Prosegur con Inspección Comunal del Trabajo Santiago Norte (2002).
64  Al efecto, el pronunciamiento se plantea sobre un recurso de protección interpuesto por las empresas del 
grupo frente a la respectiva Inspección del Trabajo, la que en el caso concreto del reclamo planteado en con-
formidad al Artículo 331 del C.T., dictamina que se trata de una sola empresa, sin perjuicio de estar presente 
diversas manifestaciones que concurren a verificar la presencia de una unidad económica.
En el caso Servicios Prosegur con Inspección Comunal del Trabajo Santiago Norte (2002), el Informe de la 
Inspección plantea: “(-) La existencia de cuatro razones sociales del holding A. (-) Que la facultad de dirigir, 
organizar, controlar y supervisar las labores es ejercida por un superior jerárquico contratado por Servicios A 
Ltda., generalmente el agente de sucursal, y que dentro de sus facultades está la administración del personal, 
la contratación, finiquito y gestión comercial, todas las cuales son ejercidas respecto de los trabajadores formal-
mente contratados por “Capacitaciones Ocupacionales Sociedad Ltda.”. (-) Que existe completa similitud de 
las labores que cumplen los trabajadores de ambas empresas. (-) Que los trabajadores de las referidas entidades 
registran asistencia y rinden cuenta en un mismo domicilio y frente al supervisor contratado por Servicios A 
Ltda.”. (-) Que todas las jefaturas pertenecen a la citada empresa, sin que exista jefe directo de capacitaciones 
Ocupacionales Sociedad Ltda.”. (-) Que toda la documentación administrativa laboral de ambas entidades está 
concentrada en el domicilio legal en cada de las sociedades en donde se verificó la fiscalización, y que la misma 
es controlada y modificada por el superior jerárquico contratado por la recurrente”.
Al respecto, los tribunales rechazan dicha competencia de la entidad administrativa. Sin embargo, en la ac-
tualidad los tribunales rechazan la procedencia del recurso de protección frente a resoluciones de entidades 
administrativas, en cuanto “ …actúan dentro del marco de sus competencias”; reconociendo por consiguiente 
la competencia de las Inspecciones del Trabajo para resolver esta materia. Véase, ISS Servicios de Limpieza Me-
canizada con Inspección Comunal del Trabajo Norte (2012). 
65  Particularmente relevantes es a estos efectos el pronunciamiento de la Corte de Apelaciones de Santiago 
(Sindicato de Empresa de Profesionales con Amec International Chile (2013), que resuelve:
“Que el razonamiento efectuado por el tribunal y las conclusiones fácticas a que arribó la sentenciadora, a la luz 
de los elementos del juicio, aparece correcto y acertado.
En efecto, esta Corte, consciente del impulso económico y expansión de las empresas, advierte la interrelación 
existente entre diversas compañías, que por las características de tales vinculaciones y para efectos de certeza 
jurídica laboral, en definitiva resulta contener elementos comunes que permiten catalogarlas como una unidad 
económica, concepto doctrinal y jurisprudencial arraigado en el Derecho Laboral chileno, conforme al desarro-
llo mercantil referido”.
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–como es el caso ya referido66− en el que se ha requerido una suma de manifestaciones, y la 
falta de alguno de los elementos plantearía la inexistencia de la unidad económica.

Pero una vez reconocida la existencia de dicha unidad económica, se declara que se 
constituye el ámbito de ejercicio de los derechos colectivos reclamados. Así, en la primera 
sentencia sobre la materia67, ante la demanda de declaración de mera certeza de existencia 
de unidad económica empresarial, se resuelve: “Hacer lugar en todas sus partes a la deman-
da declarándose que las demandadas, con excepción de las sociedades (…), son una uni-
dad económica…”68. Y agrega: “El sindicato demandante queda facultado para: a) Afiliar 
a cualquier trabajador que preste servicios actualmente o en el futuro, para alguna de las 
empresas demandadas. b) Representar a cualquier trabajador en calidad de afiliado o adhe-
rente que mantenga relación laboral vigente con cualquiera de las empresas demandadas, al 
momento de encontrarse su organización sindical en proceso de negociación colectiva”69.

4. TERCERA ETAPA: EL RECONOCIMIENTO LEGAL A TRAVÉS  
DE LA LEY N° 20.760

La citada Ley N° 20.760, de 2014, modifica en parte el concepto de empresa y, 
a la vez, establece el régimen jurídico del grupo de empresas, aunque nunca ocupa esta 
denominación sino que la de “dos o más empresas que serán consideradas como un solo 
empleador”. Con su publicación y entrada en vigencia –y correspondiente modificación de 
las normas respectivas del CT70− se inicia la tercera etapa en la evolución de los grupos de 
empresas en el Derecho del Trabajo en Chile; etapa que tiene como gran innovación que 
será la misma la ley la que establezca las bases del régimen jurídico del grupo de empresas.

4.1.	 Los antecedentes de la Ley N° 20.760: ¿la regulación del grupo de 
empresas o del multi-rut?
Si bien el antecedente remoto de la Ley N° 20.760 es un proyecto de ley que preten-

dió un nuevo concepto laboral de empresa, que básicamente incorporaba a los grupos y eli-
minaba la identificación de la empresa con el titular de la misma71, este proyecto fue objeto 

66  Sindicato N. 2 de Administración y Ventas con Copesa (2013).
67  Sindicato de Empresa de Profesionales con Amec International Chile (2011).
68  La que además, agrega la sentencia, “…ha incurrido en subterfugios previstos en el inciso segundo del artículo 
507 del Código del Trabajo”.
69  Asimismo, Sindicato de Empresa Comercializadora con Hites Comercializadora (2012), se resuelve: “Se 
declara la existencia de unidad económica entre cada una de las demandadas de autos, las que al tenor de lo 
previsto en el artículo 3° del Código del Trabajo, conforman una sola empresa, lo que importa que el Sindicato 
demandante pueda negociar con esta única empresa y que pueda incorporar como socios a trabajadores de esta 
única empresa, sin perjuicio de cuál de las demandadas aparezca como empleador formal o de origen”.
En sentido similar, Sindicato de Trabajadores de Empresa Cade Idepe con Amec Cade Ingeniería y otros (2013). 
70  El Artículo 3, en lo referido al concepto de empresa, y el Artículo 507, respecto de las infracciones en mate-
ria de descentralización productiva. ambos del CT.
71  Proyecto presentado el 5 de septiembre de 2006 por el diputado D. Sergio Aguiló (Historia de Ley N° 
20.760) cuyo antecedente directo es el rechazo del Tribunal Constitucional sobre un nuevo concepto de empre-
sa incorporado en la Ley N° 20.123 de 2006; sobre la materia, véase Aylwin (2007) pp. 5-20. 
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de indicaciones que modificaron drásticamente la propuesta inicial. Entre las principales se 
plantean la efectuada por el Ejecutivo en el año 2012, y la presentada por el Ejecutivo en 
el mes de abril del 2014, constituyendo esta última la propuesta que en definitiva resulta 
aprobada en el Congreso Nacional, tras una rápida tramitación que se extiende por menos 
de dos meses72.

El objetivo original de la última indicación del Ejecutivo era “combatir el multirut”, 
en su dimensión de manifestación patológica de la descentralización productiva, y así se 
plantea en el título de la indicación enviada, el que se mantiene como nombre de la Ley 
20.760, en cuanto “establece supuesto de multiplicidad de razones sociales consideradas 
un solo empleador, y sus efectos”. Sin embargo, tanto la fundamentación de la indicación, 
como el contenido de su propuesta de regulación73 y el texto definitivo de la ley dan cuenta 
de un nuevo régimen jurídico de los grupos de empresas, tanto en su versión fisiológica –el 
grupo de empresas lícito−, como en su traslación patológica –es decir, el grupo de empresas 
ilícito, entre ellos el multirut−. En todo caso, se establece respecto de estos últimos una es-
pecial infracción laboral, la que deberá en todo caso ser declarada por el respectivo tribunal 
que conoce de la acción de declaración de grupo de empresas o “un solo empleador”.

4.2. 	 La definición de empresa en base al concepto de empleador

La nueva ley laboral construye tanto el concepto de empresa como el de grupo de 
empresas en base a la dirección laboral de estas entidades, la que obviamente es ejercida 
por el empleador, en conformidad a las categorías dogmáticas del contrato de trabajo. Al 
respecto, plantea que la empresa es una organización de los elementos que indica “bajo la 
dirección de un empleador”74; asimismo, que dos o más empresas sujetas a una dirección 
laboral común serán consideradas como un solo empleador para efectos laborales y pre-
visionales75. De esta manera, y para dichos fines, la preeminencia en la definición de una 
empresa es la dirección laboral de la misma y que corresponde a quien ejerce en los hechos 
la potestad de mando y dirección, en conformidad al principio jurídico laboral de la supre-
macía de la realidad.

72  En efecto, la indicación es presentada el 21 de abril de 2014 y es totalmente aprobada con fecha 17 de junio. 
Con esa fecha se envía Oficio N° 11.337, por el que se remite proyecto para promulgación (Historia de Ley N° 
20.760). Tras esa rapidez hay un compromiso del Gobierno de la Presidenta de la República, Dña. Michelle 
Bachelet, en el marco de la Agenda Laboral de su programa, en cuanto se compromete a que en el plazo de los 
primeros 100 días de gobierno, enviará al “…Congreso, una Indicación al actual proyecto del Multirut, de modo de 
combatir con fuerza esta práctica” (Ministerio Secretaría General de la Presidencia de Gobierno, p. 23).
73  En efecto, tal como señala la Indicación (Historia de Ley N° 20.760, 2014) “se propone introducir una mo-
dificación legal que permita generar transparencia en la forma en que se organizan jurídicamente las empresas, 
asegurando autonomía y libertad a los empleadores para dotarse de la organización empresarial que estimen 
más adecuada, sin que con esta determinación se afecten negativamente los derechos individuales y colectivos 
de sus trabajadores y asegurando que ellos a través de sus organizaciones sindicales puedan negociar colectiva-
mente, en la misma oportunidad y a través de un mismo proceso legal, con su empleador real, independiente 
de la forma jurídica en que este haya decidido organizarse. Es decir, se apunta a buscar y revelar el verdadero 
empleador a partir de la existencia de dos o más empresas que tengan una dirección laboral común”.
74  Art.3, inciso tercero, del C.T.
75  Art. 3, inciso cuarto, del C.T.



152  
Revista Chilena de Derecho, vol. 43 Nº 1, pp. 137 - 164 [2016]

Rojas Miño, Irene  “La evolución de los grupos de empresas en el derecho del trabajo en Chile”

En esta definición de la empresa en base al concepto del empleador surge la interro-
gante referida a los alcances de la dirección de la empresa, en cuanto si esta se limita a la 
organización del trabajo −y el consiguiente ejercicio de potestad y mando respecto del tra-
bajo− y deja fuera las diversas dimensiones de dirección de la entera organización empresa-
rial. Ciertamente que el concepto de empresa laboral no excluye las demás dimensiones de 
la dirección empresarial, toda vez que este mismo señala que es la dirección laboral la que 
organiza los diversos elementos que concurren en la empresa: es decir, de acuerdo con la 
norma legal, “…los medios personales, materiales e inmateriales (…) para el logro de fines 
económicos sociales y culturales…”76. Además, lo relevante en esta definición es la identi-
ficación entre el empleador y el empresario, equiparación que operaba en los hechos, pero 
que en el actual modelo normativo no incorporaba expresamente, al revés de lo que sucede 
en los sistemas comparados77.

4.3.	 Régimen jurídico del grupo de empresas

Con la entrada en vigencia de la Ley N° 20.760 será este texto normativo el que (a) 
defina las exigencias de configuración del grupo de empresas en su dimensión laboral y 
el que (b) precise los efectos tanto en el derecho individual como colectivo, superando la 
construcción jurisprudencial que había regido hasta dicha fecha, aunque, en diversos aspec-
tos, como se verá la ley reitera la aludida doctrina jurisprudencial. Pero además, el citado 
texto legal regula otros aspectos del grupo de empresas, tal cual son (c) la instauración de 
una específica acción judicial y de los efectos de la respectiva declaración judicial y (d) la 
eliminación en esta materia de las facultades fiscalizadoras de la Dirección del Trabajo.

	 A. El grupo de empresas en su dimensión laboral y las exigencias de su configuración
El ordenamiento legal asume la existencia de los grupos de empresas en el ámbito del 

Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, en cuanto “dos o más empresas serán consi-
deradas como un solo empleador (…) cuando tengan una dirección laboral común…”78.

Cabe destacar que llama la atención la subjetivización que efectúa el legislador del 
grupo de empresas, en cuanto deberá considerarse “un solo empleador”, por lo que se le 
identifica con el titular de la empresa, rememorando así la tesis que identificaba a la empre-
sa con el titular de la misma79, en circunstancia de que dicha tesis ya había sido superada en 
base a la doctrina jurisprudencial80. En todo caso, admitiendo la confusión conceptual del 
legislador y de acuerdo con una interpretación sistemática, se debe concluir que el grupo de 
empresas constituye una sola empresa cuando están tengan una dirección laboral común: 

76  Art. 3 inciso tercero, del CT.
77  Por todos, el modelo normativo español; véase Tatay (1999) pp. 47-62.
78  Art. 3 inciso cuarto, primera parte, del CT.
79  En efecto, recuérdese que la doctrina mayoritaria en la primera etapa que se ha definido respecto de la evolu-
ción de los grupos de empresas, identificaba a la empresa con la persona natural o jurídica que era el titular de 
la misma
80  Como ha sostenido dicha doctrina “la unidad jurídico laboral, que se genera como consecuencia de la uni-
dad comercial, patrimonial y empresarial de las actividades de que se trate, más allá de la división formal, que el 
empresario acuerde” (Rodríguez y otros con Errázuriz y otros, 2012). 
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es decir, un solo empleador. De esta manera, se establecen los efectos en el orden de las 
relaciones individuales y colectivas de trabajo, que plantean la existencia de una empresa, 
lo que se manifiesta claramente respecto del ejercicio de los derechos de sindicación y de 
negociación colectiva en este ámbito.

Para la configuración del grupo de empresas como un solo empleador se establece 
la exigencia de que estas “…tengan una dirección laboral común” y que “…concurran a 
su respecto condiciones tales como la similitud o necesaria complementariedad de los 
productos o servicios que elaboren o presten, o la existencia entre ellas de un controlador 
común”81. En todo caso, el legislador excluye como elemento concurrente de configuración 
del grupo la participación en la propiedad de las empresas, en cuanto dicha participación 
por sí sola no constituye ninguno de los elementos señalados82.

En esta configuración del grupo de empresas se plantean dos interrogantes: Primero, 
si basta la exigencia de la dirección laboral común o se requiere además alguno de los otros 
elementos indicados. Segundo, cuál es el contenido de esta dirección laboral.

Respecto de la primera interrogante es clara la exigencia de la dirección laboral co-
mún, pero qué rol tienen los demás elementos concurrentes que se señalan. Esto es, las 
“…condiciones tales como la similitud o necesaria complementariedad de los productos 
o servicios que elaboren o presten, o la existencia entre ellas de un controlador común”83. 
Pues bien, dado el tenor literal de texto normativo podría sostenerse que además de la di-
rección laboral se requiere alguno de los elementos adicionales que se indican. Sin embar-
go, en conformidad a la historia de la ley, es el elemento de la dirección laboral el que debe 
estar presente, en cuanto se señaló que “… lo taxativo es la dirección laboral común, a lo 
cual se agregan otros factores. Los dispuestos en la norma son a título indiciario y po-
drían ser algunos diferentes”84.

En cuanto al contenido de dicha dirección, la sola exigencia de ‘una dirección la-
boral común’ podría inducir a sostener que esta solo involucra la ordenación del trabajo, 
excluyendo las otras dimensiones de la dirección empresarial, como es la económica y, por 
consiguiente, la atribución de la competencia para decidir sobre la ordenación fundamen-
tal de una empresa, y que es la financiación del grupo85. No obstante, una interpretación 
sistémica lleva a concluir que esta dirección laboral involucra la dirección empresarial. En 
efecto, en conformidad al concepto de empresa la dirección efectuada por el empleador 
es la dirección empresarial, toda vez que es él quien organiza los diversos elementos tras el 
fin de que se trate. Además, las condiciones que inmediatamente agrega la ley en el citado 
inciso cuarto del artículo 3 del CT dejan claro que se incluye el supuesto de una “dirección 
empresarial unitaria”, tal como lo había afirmado la doctrina de los tribunales de justicia. A 
tal efecto, adquiere relevancia la referencia al “controlador común”, expresión que está defi-

81  Artículo 3, inciso cuarto del CT.
82  Artículo 3, inciso quinto del CT.
83  Artículo 3, inciso cuarto del CT.
84  Véase, Exposición de la Ministra del Trabajo y Previsión Social en Discusión en Sala, Historia de Ley N° 
20.760 (2014) p. 492.
85  Tal como además lo ha sostenido expresamente la doctrina mercantil y la laboral en los sistemas comparados. 
En tal sentido, véase Embid (2003) p. 262 y Blas (2000) pp. 374-375.
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nida por la ley comercial86, y que se refiere expresamente a sus facultades de administración 
general87. Consiguientemente, y como ha señalado la Dirección del Trabajo a través del 
Dictamen 3406/054 de 201488, el nuevo concepto de la dirección laboral común “…no se 
limita a la búsqueda del vínculo de subordinación y dependencia, sino que se abre a otros 
elementos que caracterizan la realidad organizacional y que revelan una unidad de propó-
sitos entre las distintas entidades empresariales”89.

	 B. Los efectos en las relaciones individuales y colectivas
Dado que el grupo de empresas constituye una sola entidad empresarial, o un solo 

empleador como lo denomina la ley, esta entidad es responsable tanto en el ámbito de las 
relaciones individuales como colectivas.

La ley laboral establece expresamente alguno de estos efectos.
En primer lugar, las empresas que integran el grupo son responsables solidariamente 

de las obligaciones laborales y previsionales que emanan de la ley, de los contratos indivi-
duales y de los instrumentos colectivos90.

En segundo término, las empresas que integran el grupo constituyen una sola empresa 
para los efectos del ejercicio de los derechos colectivos que la ley laboral limita al ámbito de 
empresa91, como es el sindicato de empresa –en cuanto el ordenamiento jurídico define espe-
ciales quórum para su constitución y funcionamiento– y la negociación colectiva reglada de 
empresa –toda vez que solo en ese ámbito se define esta modalidad que reconoce el deber de 
negociar para la parte empresarial y el derecho de huelga para la parte laboral−.

Respecto de estos derechos colectivos se establecen dos particulares consecuencias. 
De una parte, que se podrán constituir sindicatos y que procederá la negociación colectiva 
tanto en el ámbito del grupo de empresas declarada como un empleador como en cada una 
de ellas. Surge entonces la interrogante referida a cuál es el quórum que se exigirá a la parte 
laboral, en cuanto tanto la constitución del sindicato de empresa como la negociación co-
lectiva en dicho nivel exigen a la parte laboral un determinado quórum en razón del núme-
ro total de los trabajadores. En mi opinión, y en el marco del actual modelo normativo, los 
quórum se deberían definir en razón de la unidad que se considere, el grupo de empresas 
o la empresa específica. De otra parte, el segundo efecto lo constituye el reconocimiento al 
sindicato interempresa de su titularidad para negociar colectivamente a través de la moda-
lidad reglada en el ámbito del grupo de empresa, en circunstancias de que, de acuerdo a las 
normas generales, el sindicato interempresa carece de dicha titularidad. Si bien la exigencia 
es que este sindicato afilie exclusivamente a trabajadores de empresas que integren el grupo 

86  Tal como recuerda el citado D.D.T. 3406/054.
87  En efecto, la Ley Nº 18.045 de 1981, en su artículo 97 establece: “Es controlador de una sociedad toda per-
sona o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta que, directamente o a través de personas naturales 
o jurídicas, participa en su propiedad y tiene poder para realizar alguna de las siguientes actuaciones (…). b. 
Influir decisivamente en la administración de la sociedad”.
88  D.D.T. 3406/054 (2014).
89  D.D.T. 3406/054 (2014).
90  Art. 3, inciso sexto, del CT.
91  Art. 3, inciso octavo del CT.
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de empresas, surge la interrogante de si les será exigible el quórum planteado al sindicato 
de empresa, y, en mi parecer, en el marco normativo vigente procede la exigencia de quó-
rum establecido para el sindicato interempresa.

Por consiguiente, en esta materia la ley, en gran medida, reitera los efectos del reco-
nocimiento del grupo de empresas que ya había establecido la doctrina jurisprudencial. De 
una parte, la responsabilidad solidaria de las empresas que integran el grupo, con la consi-
guiente seguridad jurídica que otorga esta definición legal, en cuanto en esta materia existía 
discusión sobre el tipo de responsabilidad de estas empresas. De la otra, la procedencia de 
la declaración de una sola empresa para efectos de ejercicios de derechos colectivos de sin-
dicación y de negociación colectiva.

Sin embargo, la nueva norma laboral no se refiere expresamente a las obligaciones em-
presariales que se generan en razón de su dimensión o los resultados económicos de las em-
presas y, por consiguiente, se podría discutir si tales obligaciones se definen en razón de la em-
presa individual o del grupo que ha surgido de la dirección laboral común de estas empresas.

Aunque lo óptimo hubiese sido que se reconociese expresamente la presencia de una 
sola empresa, la que generaría directamente las obligaciones referidas, debe sostenerse que 
este grupo de empresas constituye una sola empresa, aunque el legislador no lo haya deno-
minado de tal manera. Por consiguiente, cuando estas tengan una dirección laboral común, 
es decir, un solo empleador, generarán las obligaciones respectivas derivadas de su tamaño y 
de sus resultados económicos. Así lo interpreta la Dirección del Trabajo, a propósito de las 
medidas que debería indicar la respectiva sentencia, en cuanto estas comprenden todas las 
obligaciones legales que afecten al empleador en su nueva calidad, como es la obligación de 
proveer servicio de salas cunas92.

	 C. La específica acción y los efectos de la declaración judicial
La ley laboral establece una específica acción judicial para la declaración de un grupo 

de empresas y cuya titularidad corresponde a las organizaciones sindicales y a los trabajado-
res de las empresas involucradas93.

Esta acción plantea diversas particularidades.
En primer lugar, dicha acción debe contener la pretensión de declaración de “un solo 

empleador”, es decir de un grupo de empresas, cuestión que ello no era tan claro bajo la vi-
gencia de la doctrina jurisprudencial de la unidad económica en el ámbito de los derechos 
individuales, pues si bien la demanda se dirigía en contra de las sociedades o entidades que 
dirigían las respectivas empresas que integraban el grupo, la pretensión directa era el cum-
plimiento de los conceptos adeudados. No obstante, era esa declaración de unidad empre-
sarial la que constituía la respectiva pretensión en el ámbito de los derechos colectivos.

En segundo lugar, respecto de la oportunidad en que debe interponerse la acción, la 
ley establece que esta procede en cualquier momento “mientras perdure la situación des-
crita en el inciso cuarto del artículo 3°…” es decir, la existencia de “dos o más empresas 
que sean consideradas como un solo empleador” o, lo que es lo mismo, la presencia de un 

92  Dirección del Trabajo, Dictamen 3406 /054 (2014).
93  Art. 3, inciso séptimo, del CT.
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grupo de empresas. Ciertamente, se plantea el problema de que, a pesar de que en materia 
laboral los plazos de prescripción son breves, podría suceder que los derechos laborales se 
hubiesen devengado bajo la existencia de un grupo, pero a la fecha de interponer la acción 
el grupo no existe como tal; supuesto que no sería aislado dada la rapidez de modificación 
de los grupos de empresa. En tal caso ¿procedería la acción de declaración del grupo? En 
mi opinión, procede dicha declaración respecto de los derechos devengados, con particular 
fundamento en el principio de continuidad vigente en el ámbito del Derecho Trabajo.

En todo caso, el legislador excepciona la interposición de esta acción durante el 
proceso de negociación colectiva reglada en el ámbito de empresa. Además, si el respectivo 
proceso judicial sobrepasa la fecha de presentación de un proyecto de negociación colectiva, 
este último procedimiento debe suspenderse hasta treinta días de ejecutada la sentencia. En 
el intertanto debe prorrogarse el instrumento colectivo vigente.

En tercer término, si bien esta acción se tramita de acuerdo con el procedimiento de 
aplicación general, para resolver se requiere un informe previo de la Dirección del Trabajo 
sobre el caso específico, además de los otros informes requeridos órganos de la Administra-
ción del Estado.

En cuarto término, respecto de la sentencia que acoja total o parcialmente la acción 
intentada deberá además contener a lo menos tres pronunciamientos:

(i) La individualización de las empresas consideradas un solo empleador.
(ii) La indicación de las medidas a que se encuentra obligado el empleador dirigidas 
a materializar su calidad de tal. Sobre esta materia se plantean dos tipos de medidas: 
De una parte, las que dicen relación con las específicas pretensiones que fueron defi-
nidas en la demanda. De la otra, “…aquellas destinadas al cumplimiento de todas las 
obligaciones laborales y previsionales y al pago de todas las prestaciones que corres-
pondieren”, las que se imponen por la ley al empleador en su nueva calidad, como 
son −a vía de ejemplo− aquellas que dependen de la dimensión de la empresa, tal 
como lo sostiene la Dirección del Trabajo94.
Es relevante esta segunda medida, en cuanto establece una consecuencia que supera 
el efecto relativo de las sentencias. Además, más allá del conocimiento y pronuncia-
miento sobre las respectivas pretensiones, en el respectivo proceso judicial se deberán 
considerar los diversos aspectos de configuración del grupo de empresas, única ma-
nera de que la sentencia pueda establecer las respectivas medidas que proceden.
(iii) La determinación de si se configuran las respectivas infracciones laborales que se 
señalan, las que se refieren particularmente al “subterfugio”, aunque también se cita 
a “la contratación de trabajadores a través de terceros”, aunque es difícil que proceda 
en el ámbito de los grupos de empresas.

Al respecto, se mantiene una infracción del subterfugio, que se configura “…ocul-
tando, disfrazando o alterando su individualización o patrimonio, y si ello ha tenido 
como resultado eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que 

94  Dirección del Trabajo, Dictamen 3406/054, p. 10.
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establece la ley o la convención”95, planteándose tres modificaciones. Primero, se exige 
para su configuración la exigencia de la “mala fe”, desconociendo el legislador que esta es 
una infracción de resultado96, no obstante la doctrina jurisprudencial, particularmente de 
la Corte Suprema97, había exigido intencionalidad en la configuración del subterfugio, en 
cuanto “…se requiere intencionalidad o dolo, porque el ocultamiento persigue como 
objetivo eludir el cumplimiento de las obligaciones de los trabajadores, es decir, debe 
concurrir claramente un componente subjetivo para configurar el ilícito laboral…”98. 
Segundo, se elimina la prescripción especial. Y tercero, se suprime su persecución por parte 
de la administración laboral, y los tribunales solo podrán sancionarla con ocasión del cono-
cimiento que tenga de un supuesto de grupos de empresas.

Por su parte, la respectiva declaración judicial que acoja la acción tiene un especial 
efecto, en cuanto “se aplicará respecto de todos los trabajadores de las empresas que son 
consideradas como un solo empleador”99. Por consiguiente, y tal como sostiene la Direc-
ción del Trabajo, no es necesario que un trabajador haya sido parte del juicio en que se 
dictó la sentencia, “...de no ser así, se daría el contrasentido de que respecto de algunos 
trabajadores sería un empleador y respecto de otros trabajadores, empleadores diferentes, 
situación jurídicamente insostenible”100.

Se plantea la discusión sobre la vigencia de esta sentencia declarativa, la que, en mi 
opinión, permanece mientras no se modifique el supuesto de configuración del grupo de 
empresas que fundamentó su dictación. En todo caso, la modificación del grupo de em-
presas requeriría una nueva sentencia que declarara la nueva situación y, ciertamente, la 
titularidad de la respectiva acción debería quedar abierta a los que tengan interés en ello y, 
consiguientemente, no debería estar limitada a los trabajadores y organizaciones sindicales 
de las respectivas empresas.

	 D. Las limitaciones a las facultades de la Dirección del Trabajo
El nuevo texto normativo limita las facultades de la Dirección del Trabajo respecto del 

grupo de empresas, en cuanto el legislador ordena que las cuestiones suscitadas por aplicación 
de las normas sobre empresa y grupos de empresas se sustanciarán por el juez del trabajo101. 
Esta restricción alcanzaría dos ámbitos: la fiscalización y sanción del ilícito laboral y la resolu-
ción de las objeciones de ilegalidad durante el proceso de negociación colectiva.

Así se excluye a la Dirección del Trabajo respecto de la fiscalización y sanción del ilí-
cito laboral referido al grupo de empresas, en cuanto el conocimiento de dicho ilícito solo 
correspondería al tribunal que conoce de la respectiva causa102, entidad que, a la vez, es la 
que debe aplicar la respectiva sanción pecuniaria. Así, la misma Dirección del Trabajo ha 

95  Art. 507, inciso tercero, número 3, del CT.
96  Véase, Palavecino (2013) pp. 13-23.
97  Por todas, Palma con Comercial Nueva Suiza (2011).
98  Palma con Comercial Nueva Suiza (2011), Considerando Décimo.
99  Art. 507, inciso quinto, del CT. 
100  D.D.T. 3406/054 (2014), p. 10
101  Artículo 3°, inciso cuarto del CT.
102  Art. 507, inciso tercero, número 3, del C.T.
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dictaminado que “…la voluntad del legislador ha sido radicar exclusivamente y de manera 
excluyente en el órgano jurisdiccional el conocimiento de las controversias que involucran 
la calificación de dos o más empresas como un solo empleador”103.

En relación a la resolución de las objeciones de ilegalidad durante el proceso de ne-
gociación colectiva reglada, debe recordarse la respectiva Inspección del Trabajo era la enti-
dad que debe conocer y resolver dichas materias104, sin embargo la Dirección del Trabajo ha 
dictaminado que tras la entrada en vigencia de la Ley 20.760, “…la Dirección del Trabajo 
no puede entrar a pronunciarse o a calificar tal circunstancia (que dos o más empresas 
constituyen un empleador para efectos laborales y previsionales) en el contexto de una 
negociación colectiva reglada”105.

4.4. 	 Una modificación especial

Con la Ley N° 20.760 se suprimió una específica infracción en materia de descen-
tralización productiva y esta es la simulación de contratación de trabajadores a través de 
terceros. En efecto, sin fundamentación alguna la Ley N° 20.760 ha eliminado la infrac-
ción laboral especial referida a la “contratación de trabajadores a través de terceros”. Así, a 
través del reemplazo del Artículo 507 del Código de Trabajo se suprimió el precepto que 
establecía la infracción referida a “la contratación de trabajadores a través de terceros” y el 
régimen jurídico relativo a la especialidad de la infracción, como eran las responsabilidades 
empresariales y los plazos de prescripción.

Al efecto, debe recordarse que desde los orígenes del Derecho del Trabajo la interpo-
sición de mano de obra ha sido rechazada por los diversos sistemas jurídicos, dejándola fue-
ra del tráfico jurídico o prohibiéndola directamente, e inclusive, sancionándose como tipo 
especial del delito de “tráfico de mano de obra”. Sin embargo, el sistema jurídico chileno 
tardó en efectuar está exclusión expresa, ya que solo veinte años atrás, con ocasión de la pri-
mera reforma laboral que se plantea con la Ley N° 19.250 de 1993, se establece la especial 
infracción laboral referida a “la contratación de trabajadores a través de terceros”, la que 
posteriormente es modificada por la Ley N° 19.759, de 2001, a fin de mejorar su régimen 
jurídico. Posteriormente, parte de la eficacia de la denominada Ley de Subcontratación 
laboral (Ley N° 20.123 de 2006) se plantea en base a esta infracción, en cuanto los ilícitos 
laborales que define la citada ley –la falsa subcontratación y el suministro ilegal de trabaja-
dores− generan dos efectos: de una parte, la imputación del contrato de trabajo con el real 
empleador y, de la otra, la configuración de la infracción que se analiza.

OBSERVACIONES FINALES

Son varias las observaciones que plantea la evolución de los grupos de empresas ante 
el ordenamiento jurídico laboral en Chile y su actual régimen jurídico, establecido por la 
Ley N° 20.760.

103  D.D.T. 3406/054 (2014) p. 13.
104  En conformidad al Art. 331 del CT.
105  D.D.T. 3406/054 (2014) p. 13.
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En primer término, el reconocimiento de los grupos de empresas por parte del or-
denamiento jurídico laboral fue bastante tardío. Considerando que el reconocimiento se 
plantea a través de una doctrina jurisprudencial que se construye a partir del año 2000, en 
el período previo, que se inicia con la masificación de los grupos de empresa, se desconoce 
esta entidad y sus efectos en las relaciones de trabajo, en circunstancias de que sí era regula-
do en el ámbito de otra disciplinas jurídicas, como es el Derecho Comercial.

En segundo lugar, en nuestro sistema jurídico se desarrolló y consolidó una doctrina 
jurisprudencial que reconoció a los grupos empresas como una sola empresa, a partir de su 
configuración como una unidad económica. Si bien esta doctrina gozó de la flexibilidad 
necesaria para dar cuenta de una realidad cambiante, también careció de uniformidad en 
determinados aspectos de su régimen jurídico, como fue el tipo de responsabilidad ante los 
trabajadores de las empresas que integran el grupo. En todo caso, esta doctrina evolucionó 
en el tiempo y progresivamente amplió su reconocimiento a las diversas dimensiones de las 
relaciones de trabajo, primero los derechos individuales que se emanan directamente de la 
ley, del acuerdo colectivo o del contrato y luego los derechos colectivos.

En tercer término, la Ley N° 20.760, de 2014, sin perjuicio de su peculiar nombre 
–que pareciera estar referido solo a las entidades ilícitas−, ha establecido un régimen jurí-
dico expreso sobre los efectos laborales de los grupos de empresas, lo que no constituye un 
cambio en diversas materias, pero al tener su fuente en la ley otorgará sin duda una mayor 
uniformidad en las normas aplicables. No obstante, es posible plantear diversas críticas y a 
la vez diversas interrogantes que presenta dicho régimen jurídico una vez que ha entrado en 
vigencia la citada ley.

De una parte, esta nueva normativa incorpora un concepto extraño de grupo de em-
presas, en cuanto subjetiviza esta entidad identificándola con el empleador. Además, quita 
determinadas áreas de competencias a la Dirección del Trabajo en, circunstancias de que 
con el actual sistema de relaciones laborales, gran parte de la eficacia de las normas se obtie-
ne por la actuación de dicha entidad, Además, sin fundamentación alguna ha eliminado la 
infracción de “la contratación de trabajadores a través de terceros”, que es la que sanciona 
la falsa subcontratación y el suministro ilegal de trabajadores, que había sido incorporada 
por las sucesivas reformas laborales y que constituía uno de los soportes de la normativa de 
la Ley de subcontratación laboral.

De otra parte, algunas interrogantes que plantea el nuevo texto normativo pueden 
ser resueltas directamente, como son las referida a las exigencias de configuración del grupo 
de empresas y a las obligaciones que se generan para el grupo cuando aquellas no se han 
definido expresamente por el texto legal. Empero, hay otras interrogantes que están pen-
dientes como es la referida a los diversos alcances que tendrá la declaración de un grupo de 
empresas en cada caso concreto, respecto de los cuales, si bien tengo una posición, asumo 
que son materias discutibles.
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